Las causas de la declinación argentina  

Por José Ignacio García Hamilton 

Los miembros de la generación del 37 (Alberdi, Sarmiento, Mitre) se propusieron introducir en la sociedad argentina nuevos valores, para cambiar los que venían del período colonial: la división de poderes reemplazó al absolutismo político; la libertad de cultos, a la intolerancia religiosa; el principio de juridicidad, al incumplimiento de la ley; la igualdad, a los rasgos estamentales; la defensa de la propiedad privada y la iniciativa individual, al estatismo económico, y el fomento de la inmigración, al odio al extranjero, que se había expresado en la prohibición de ingreso de judíos, moros y herejes. Estas reformas, consagradas en la Constitución de 1853, sumadas a la enseñanza laica, gratuita y obligatoria sancionada por la ley 1420, produjeron un enorme progreso político y económico, y en 1910 nuestro ingreso por habitante era casi igual al de Francia y tres veces superior al de Italia. 

Desde entonces, sin embargo, por encima de las normas modernizadoras, las antiguas improntas culturales fueron reapareciendo y sufrimos una intensa declinación. En 1902, con el propósito de homogeneizar a los hijos de inmigrantes, se inició una campaña de educación patriótica que presentó a los hombres de la Independencia como seres sobrenaturales, exaltó sin mesura al país y generó así un exagerado sentido de grandeza, e hizo creer al ciudadano que la riqueza deriva en forma directa de los recursos naturales, sin necesidad del trabajo humano. 

Este retorno a la enseñanza dogmática (la religión fue reemplazada por el patriotismo) inculcó un intenso sentimiento de pérdida territorial y la necesidad de recuperar las islas Malvinas. En 1907, el presidente Figueroa Alcorta estatizó los hidrocarburos del subsuelo, con desmedro de los superficiarios. Hipólito Yrigoyen, a su vez, congeló el precio de los alquileres de inmuebles (violación de las voluntades individuales que fue convalidada por la Corte Suprema), triplicó la burocracia y generalizó la práctica de designar empleados con tareas imprecisas o inexistentes, como retribución por favores políticos. 

Clientelismo político 

En 1930 se producía el primer golpe de Estado y, debido a la crisis económica mundial, se implantó el control de cambios y se crearon juntas reguladoras de granos, carnes y otras producciones. El siguiente régimen militar, en 1943, restableció la educación religiosa en las escuelas. El gobierno de Perón volvió a congelar los contratos de alquileres urbanos y rurales, promovió el juicio político a los miembros de la Corte Suprema y los reemplazó por jueces adictos, además de eliminar la libertad de prensa y sofocar a la oposición encarcelando a los líderes opositores. También estatizó los servicios eléctricos, de teléfonos, de ferrocarriles y de transporte urbano automotor, de radiodifusión, electricidad, gas y de comercio exterior. Esta enorme ampliación del área estatal, sumada al clientelismo político y a un régimen de subsidios a sectores del trabajo y a empresarios, fue aumentando el déficit público. 

Los superávit de la balanza comercial producidos durante las dos guerras mundiales atenuaron estos desequilibrios. Pero a partir de 1950 el Estado empezó a financiar los déficit con emisión de moneda, lo que provocó una creciente inflación. Más tarde se recurrió a empréstitos provenientes del extranjero y, entre 1976 y 1983, la dictadura militar llevó la deuda externa de 7800 a 45.100 millones de dólares. A más de las violaciones a los derechos humanos, promovió una intensa campaña bélica contra Chile a raíz de las islas del Beagle y ocupó las islas Malvinas, lo que produjo una guerra contra Gran Bretaña. 

La elección de Raúl Alfonsín y el juicio a los integrantes de las juntas militares determinaron la vuelta al principio de juridicidad. Pero las leyes de punto final y de obediencia debida, verdaderas amnistías encubiertas, significaron la acentuación de la vigencia de una sociedad jerárquica, con privilegios corporativos para los hombres de armas y clara violación de la igualdad ante la ley. 

La seria crisis producida a fines de 2001, expresada en un enorme déficit fiscal, la cesación de pagos de la deuda externa, la confiscación parcial de los depósitos en dólares y la indisponibilidad de los depósitos en moneda nacional de los particulares en los bancos, con su secuela de protestas sociales y la renuncia de varios presidentes, ¿es el resultado de la política de privatizaciones, desregulación y apertura de la economía iniciada en 1990 por el presidente Carlos Menem o, por el contrario, es la continuación del proceso de decadencia iniciado alrededor de 1910? 

Hay elementos que nos permiten ver que los valores y rasgos coloniales siguieron reapareciendo. El proceso de venta de las empresas deficitarias del Estado tenía un sentido modernizador, pero se realizó a través de concesiones en las que se reservó el mercado a los adjudicatarios y se les garantizaron los niveles de tarifas. Como lo ha señalado Guillermo Yeatts, estas transferencias reactualizaron las estructuras del mercantilismo rentístico propio de la Colonia, en el que los beneficios de los particulares no surgían de la oferta de los mejores productos al menor precio en mercados abiertos, sino de un monopolio artificial o de restricciones gubernamentales a la competencia. El Estado, por otra parte, no disminuyó sus desembolsos, sino que sustituyó sus erogaciones en las empresas ineficientes por los llamados "gastos sociales" (subsidios parasitarios y prebendas clientelísticas) y mantuvo, e incluso acrecentó, su participación en la economía. 

El sistema de convertibilidad del peso en relación con el dólar evitó la emisión inflacionaria. Pero ese control de la inflación no se logró mediante la disminución o el reordenamiento del gasto público (orientándolo hacia las funciones de justicia, seguridad o educación), sino a través del artificio de cambiar su financiamiento por el endeudamiento externo, particularmente en el segundo mandato de Menem. A pesar de los ingresos originados en el precio de venta de las empresas públicas, esta administración elevó la deuda pública de 65.300 a 146.210 millones de dólares. 

Apertura insuficiente 

Las ventajas de la convertibilidad (estabilidad, confianza en las transacciones) se contrarrestaron por el endeudamiento del Estado, y la situación llegó al incumplimiento de los compromisos gubernamentales, el que a su vez provocó una corrida de los particulares hacia los bancos. La apertura económica resultó insuficiente, ya que, al haberse orientado hacia el Mercosur, nos llevó desde la insularidad nacional hacia un "aislamiento regional" en un área más pequeña que la del monopolio mercantil de la Colonia, sin aportar la competitividad ni los otros beneficios del comercio con todo el mundo. 

La ampliación del número de miembros de la Corte Suprema para controlarla, el indulto a los comandantes en jefe y la reforma de la Constitución para posibilitar la reelección del presidente en ejercicio significaron un retorno a la antigua tradición de absolutismo político. 

Como vemos, las reformas de los años 90 no llegaron a modificar los rasgos negativos que habían ido resurgiendo desde comienzos del siglo XX: un Poder Ejecutivo hegemónico y personalista, con capacidad de asignar recursos económicos y cambiar las reglas de juego discrecionalmente (por medio de decretos de necesidad y urgencia o leyes obtenidas con "diputruchos" o sobornos); falta de una Justicia independiente que limitara a los otros poderes y defendiera los derechos de los ciudadanos; un generoso Estado benefactor (simbolizado por funcionarios con jubilaciones de privilegio dispensando subsidios a los piqueteros) con facultades para modificar los contratos privados y fijar tarifas de los servicios básicos. 

La inmovilización de los depósitos bancarios practicada por el gobierno de Fernando de la Rúa y la declaración del default anunciado por el presidente Adolfo Rodríguez Saá ante el aplauso irresponsable de los legisladores fueron la culminación de un proceso de despilfarro de los bienes públicos, desconocimiento del orden jurídico y del derecho de propiedad iniciado hace cien años, combinado con una renovada tradición cultural de rechazo hacia el extranjero, que nos permite derivar las culpas hacia afuera y nos dificulta observar nuestros propios defectos. 
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